PROYECTO DE COMUNICACIÓN

Pedido de Informe

La Cámara de Diputados de la Provincia solicita al Poder Ejecutivo que, por intermedio de la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable y en relación a la posible instalación de una planta elaboradora de cloro y soda cáustica en la zonas próximas a la ciudad de Villa Constitución por parte de la Empresa Fiasa del grupo Pamcor, informe lo siguiente: 

1) Tipo, cantidad, uso y destino de la producción que la firma elaborará; inversión estimada por parte de la misma y estado de avance en la instalación de la planta.

2) Cantidad de fuentes laborales que se generarían.
3) Si se ha realizado el estudio de impacto ambiental y qué organización lo llevó a cabo. En caso afirmativo, se solicita su remisión a este cuerpo.
4) Si la Secretaría de Estado de Medio Ambiente ha tomado conocimiento de las objeciones que realizó la Comisión “Villa Constitución sin fábricas de veneno” que nuclea a dirigentes ecologistas y organizaciones políticas y sociales.

5) Si la instalación de la planta y el tipo de producto se enmarcan dentro de lo establecido por el Convenio de Estocolmo aprobado por la Ley Nacional 26.011, cuyos alcances apuntan a eliminar las emisiones de las 12 sustancias más tóxicas que se conocen, las cuales todas contienen cloro entre sus componentes. 
Sr. Presidente: 

 


En la comunidad de Villa Constitución es creciente la preocupación por el proyecto de instalación de una fábrica de clorosoda que llevaría adelante la empresa cordobesa Fiasa del grupo Pamcor. La inquietud se debe a las posibles consecuencias negativas que esto podría traer al medio ambiente no sólo de la zona sino también de las regiones aledañas.

 


Diversos técnicos han opinado sobre la inconveniencia de la instalación de dicha planta, según se indica en la nota publicada el 18 de octubre del corriente año en el diario “La Capital”. A estas observaciones técnicas, se suman las objeciones que han planteado distintas organizaciones ecologistas, vecinales, políticas y sindicales pronunciándose claramente en contra del establecimiento de dicha planta. En el mismo sentido, el Concejo Deliberante de Villa Constitución 
 


Este tipo de iniciativas no sólo genera mucha preocupación sino también gran cantidad de dudas entre los pobladores que se podrían ver afectados. Es necesario tener en cuenta su opinión, hacer las debidas aclaraciones y no avanzar en un proceso que generaría una grave situación de conflicto en la sociedad. En este sentido es conocida, a través de las manifestaciones de distintas organizaciones, la solicitud de realizar una consulta popular previa a la instalación de dicha planta. 

 


Por su parte, nuestro país firmó el Convenio de Estocolmo, que fuera acordado en Sudáfrica sobre fines del año 2000 y aprobado por la Ley Nacional 26.011. Los principales alcances de este convenio apuntan a eliminar las emisiones de las 12 sustancias más tóxicas que se conocen, las cuales todas contienen cloro entre sus componentes. En rigor, el Convenio de Estocolmo sobre contaminantes orgánicos persistentes (COP) compromete a las partes para la aplicación de medidas respecto de estos COP. El objetivo es proteger la salud humana y el ambiente a través de diferentes medidas y acciones que los países partes deberán instrumentar. Cabe recordar que la materia prima de la Empresa Fiasa, de acuerdo con la información que poseemos, es el cloro que es componente básico de lo que se conoce como “la docena sucia”. 
 


La preocupación que ha generado en diversos sectores de la población la instalación de esta planta y su impacto en el medio ambiente, es el eje principal de esta iniciativa. Queremos garantizar el derecho que otorga la Constitución Nacional en su artículo 41: “Todos los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras; y tienen el deber de preservarlo. El daño ambiental generará prioritariamente la obligación de recomponer, según lo establezca la ley. 

 


Las autoridades proveerán a la protección de este derecho, a la utilización racional de los recursos naturales, a la preservación del patrimonio natural y cultural y de la diversidad biológica, y a la información y educación ambientales.”



Por todo lo expuesto, solicitamos a nuestros pares la aprobación del presente proyecto de comunicación.
